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1. La noticia  

 

El pasado 05 de agosto de 2019, se presentó en la localidad de Engativá (Bogotá) un caso de 

hurto en la modalidad de “fleteo”. Según el portal web de Noticias Caracol1, “unos sujetos, en 

unas motos de alto cilindraje, más de 600 centímetros cúbicos, estaban hurtando a unos 

ciudadanos en el sector de Villa Luz. Les quitaron un bolso y unos celulares. Cuadra y media 

después, cogen también a unos transeúntes y les hurtan otro celular. En medio de los asaltos 

apareció un vecino que, sin pensarlo, arrolló a los delincuentes. Uno de los criminales disparó 

contra el conductor, que logró escapar en reversa. Mientras tanto, los compinches del delincuente 

se levantaron, cogieron la otra moto y abandonaron a su cómplice. Este último fue capturado por 

las autoridades, que al llegar al sitio descubrieron dos cosas: el sujeto tenía prisión domiciliaria 

y se le había caído el brazalete del Inpec en medio del accidente”.  

 

2. El análisis 

 

Desde la doctrina jurídico penal, no cabe duda que la Legítima Defensa es una institución 

universal a todas las culturas y a todos los tiempos, que se edifica como un derecho fundamental, 

que siendo medio de garantía para derechos humanos tan vitales como inalienables –vida, 

integridad personal, integridad sexual, patrimonio económico, etc.– se puede considerar 

actualmente como un “derecho inalienable” de primer orden, principal y autónomo para todos los 

derechos, y cuya utilidad y finalidad no solo es individual, sino también social, pues quien se 

defiende, no solo defiende “su derecho”, sino que al mismo tiempo defiende y reafirma “el derecho 

objetivo”, esto es, el derecho como organización y medio de vida social. 

 

                                                             
1 Para ver la nota: http://amp.noticias.caracoltv.com/ojo-de-la-noche/bogota/conductor-arrolla-ladrones-

que-iban-en-dos-motos-y-estos-lo-cogen-bala?fbclid=IwAR2Hhn-
30NKY04ZZAccxE4h6CZeTzGZIC2653D4wsPPsD0xA56sdnfT90II  

http://amp.noticias.caracoltv.com/ojo-de-la-noche/bogota/conductor-arrolla-ladrones-que-iban-en-dos-motos-y-estos-lo-cogen-bala?fbclid=IwAR2Hhn-30NKY04ZZAccxE4h6CZeTzGZIC2653D4wsPPsD0xA56sdnfT90II
http://amp.noticias.caracoltv.com/ojo-de-la-noche/bogota/conductor-arrolla-ladrones-que-iban-en-dos-motos-y-estos-lo-cogen-bala?fbclid=IwAR2Hhn-30NKY04ZZAccxE4h6CZeTzGZIC2653D4wsPPsD0xA56sdnfT90II
http://amp.noticias.caracoltv.com/ojo-de-la-noche/bogota/conductor-arrolla-ladrones-que-iban-en-dos-motos-y-estos-lo-cogen-bala?fbclid=IwAR2Hhn-30NKY04ZZAccxE4h6CZeTzGZIC2653D4wsPPsD0xA56sdnfT90II
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En el ordenamiento jurídico penal colombiano, la Legítima Defensa está consagrada en el 

Artículo 32, Numeral 6 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal), que al tenor dispone que “No habrá 

lugar a responsabilidad penal cuando (…) se obre por la necesidad de defender un derecho propio 

o ajeno contra injusta agresión actual o inminente, siempre que la defensa sea proporcionada a 

la agresión. Se presume la legítima defensa en quien rechaza al extraño que, indebidamente, 

intente penetrar o haya penetrado a su habitación o dependencias inmediatas”. De esta manera 

se consagran la legítima defensa o defensa necesaria y la figura conocida con el nombre de 

presunción legal de legítima defensa.  

 

Como se desprende del tenor legal, la Legítima Defensa no es nada más que el ejercicio de la 

violencia para tutelar o proteger un bien jurídico propio o ajeno atacado de forma injusta, y cuyos 

elementos estructurantes según la citada norma son: i) necesidad de la defensa, ii) defensa de un 

derecho propio o ajeno, iii) agresión actual o inminente, y iv) proporcionalidad entre la agresión y 

la defensa. Requisitos que a continuación se desarrollan desde el caso objeto de análisis.  

 

2.1. La necesidad de la defensa 

 

En tratándose del primer requisito, esto es, la necesidad de la defensa, la defensa debe 

considerarse necesaria cuando la naturaleza de la agresión o ataque así lo exija, es decir, cuando 

no exista otro medio idóneo para repeler la agresión o para evitarla. Y es que la defensa no pretende 

evitar delitos sino salvar bienes o derechos, ella puede realizarse en tanto el peligro sea evidente, 

aun antes que el daño o el ataque se haga efectivo, y aun después de ocurrido.  

 

En este punto, cabe resaltar que, sin tener un conocimiento detallado de cómo se desarrollaron 

los hechos y teniendo en cuenta la información suministrada por el portal web de Noticias Caracol, 

se tiene que, el primer requisito que estructura la Legítima Defensa, esto es, la necesidad de la 

defensa, se cumple sin ningún problema, pues como lo refiere la nota periodística: “unos sujetos, 

en unas motos de alto cilindraje, estaban hurtando a unos ciudadanos. Les quitaron un bolso y 

unos celulares. Cuadra y media después, cogen también a unos transeúntes y les hurtan otro 

celular”.  

 

Ante esta situación, la defensa tiene razón de ser cuando comienza el peligro, y puede ejercerse 

en tanto permanezca el riesgo o se continúe el daño. La necesidad y coetaneidad de la defensa, son 

condiciones derivadas de la existencia del peligro. Cuando se dice que la defensa debe ser coetánea 

a la agresión, lo que se denota es simplemente que el acto de defensa debe realizarse en tanto exista 
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peligro de daño o de mayor daño, una vez cesado definitivamente el peligro, ya no es viable la 

defensa.  

 

Es necesario precisar, de acuerdo con lo anterior, que la defensa puede desatarse ante el peligro 

de daño, o contra el daño a un bien jurídico, siempre que, en este último caso, habiéndose 

producido ya una disminución del interés, subsista el riesgo mayor o que el riesgo continúe, la 

defensa es viable si existe peligro de mayor daño o de perfeccionamiento del daño, de donde se 

infiere que es siempre la presunción del peligro la razón de ser de la defensa legítima.  

 

Por esta razón, nótese que, en este caso, la necesidad y coetaneidad de la defensa es palpable, 

pues de no reaccionarse ante esta situación, muy posiblemente se habrían cometido más hurtos por 

parte de los agresores, como quiera que, ya se había desatado un peligro de daño a bienes o 

derechos de las personas, el cual, no bastó con que a las primeras víctimas “les quitaron un bolso 

y unos celulares”, sino que “cuadra y media después, cogen también a unos transeúntes y les 

hurtan otro celular”. Estas dos situaciones, muestran que el peligro de daño aún seguía latente, 

razón por la cual había la necesidad de defender derechos propios o ajenos ante la acción criminal 

de los sujetos.  

 

2.2. Defensa de un derecho propio o ajeno 

 

El segundo de los requisitos, vale decir, la defensa de un derecho propio o ajeno, es el requisito 

medular de la Legítima Defensa como causal de ausencia de responsabilidad penal, pues es este el 

que fundamenta la naturaleza de la justificante.  

 

En el caso objeto de análisis, se tiene que “en medio de los asaltos apareció un vecino que, sin 

pensarlo, arrolló a los delincuentes”. Este vecino, que, en términos generales, no fue víctima de 

los hurtos cometidos por los asaltantes, ejerció la Legítima Defensa con la finalidad de defender y 

proteger los derechos ajenos de sus demás vecinos. Ese actuar, esa necesidad de defender los 

derechos ajenos de una agresión injusta actual e inminente, está consagrado en la Constitución 

Política de 1991 como un deber de todos los colombianos, deber que recibe el nombre de “deber 

de solidaridad social”.  

 

Para la Constitución Política de 1991, la solidaridad de las personas es uno de los fundamentos 

del Estado Colombiano (artículo 1), lo que permite y da mayor claridad a la defensa de un tercero, 

pues se reitera como uno de los deberes de la persona y del ciudadano “obrar conforme al principio 
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de solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en 

peligro la vida o la salud de las personas” (Artículo 95 Numeral 2 Constitución Política). 

 

Una de las previsiones Constitucionales que establece una modalidad obligatoria de defensa es 

el inciso 2° del artículo 216 de la Carta Política: “Todos los colombianos están obligados a tomar 

las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y 

las instituciones públicas”. Norma que, a no dudarlo, se refiere a la defensa de bienes 

supraindividuales y colectivos, concretamente la independencia nacional y las instituciones 

públicas, modalidad que enmarca la legítima defensa al criterio de necesidad pública.  

 

En ese orden de ideas, en el caso objeto de análisis, es evidente que el vecino que utilizó su 

vehículo automotor para conjurar la agresión de los delincuentes, actúo conforme a la obligación 

que tiene todo colombiano de actuar con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en 

peligro la vida de las personas. Ese actuar conforme al deber de solidaridad social, supone la 

prevalencia del interés general (artículo 1 Constitución Política), el cual se presenta como un 

criterio obligatorio y fundamentador del Estado Social de Derecho. En la legítima defensa, esa 

prevalencia del interés general determinará la lógica prevalencia de la defensa de bienes de interés 

general y social, en este caso, la protección de los bienes relativos al patrimonio económico, vida 

e integridad personal de terceros.  

 

Por lo anterior, se dirá que, la legítima defensa tiene una doble entidad, es un derecho cuando 

se pretende proteger bienes o intereses propios, y excepcionalmente es una obligación cuando se 

pretende proteger bienes o intereses ajenos o de una tercera persona.  

 

2.3. Agresión actual o inminente 

 

En tratándose de este requisito, la agresión debe consistir en la exteriorización del propósito de 

lesionar un bien jurídico, mediante actos idóneos, sea que se utilice o no la violencia, armas u otros 

mecanismos físicos finalísticamente orientados a provocar daño.  

 

Así las cosas, en el caso concreto, el tercero que ejerció la Legítima Defensa con el fin de 

proteger derechos ajenos, es decir, el patrimonio económico de sus vecinos, ante la agresión injusta 

de los asaltantes, se vio en la obligación de oponerse a la agresión, utilizando una acción defensiva 

idónea y racionalmente eficaz para conjurar el peligro; así, en las circunstancias de tiempo, modo 

y lugar,  la defensa como una reacción inmediata, aparece como el mecanismo idóneo para conjurar 

el riesgo que surge de la agresión de los sujetos asaltantes.  
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2.4.  Proporcionalidad entre la agresión y la defensa 

 

El cuarto y último requisito que estructura la Legítima Defensa como causal de ausencia de 

responsabilidad penal, es el atinente a la proporcionalidad entre la agresión y la defensa, requisito 

este de suma importancia, como quiera que es este requisito el que demarca los límites dentro de 

los cuales la reacción de defensa se justifica, es decir, es el moderamine inculpatae tutele del 

reconocimiento de la justificante.  

 

La proporcionalidad es una correlación entre dos extremos que debe ser, ante todo, una racional 

correlación y, en tal virtud, no se puede exigir a quien se defiende que utilice medios iguales a los 

usados por el agresor, siendo factible que el agredido, al no tener a mano otros recursos, utilice 

medios de mayor poder lesivo, pues quien inició el ataque injusto debe enfrentar una mayor 

situación. 

 

Lo anterior, no pretende denotar que el atacado pueda ocasionar cualquier daño al agresor, toda 

vez que la relación de proporcionalidad significa que dentro del margen de lo posible para la 

efectiva protección del interés o bien jurídico atacado, en el supuesto de que el defensor tenga 

varios medios defensivos a su alcense, debe utilizar el menos drástico o letal, siempre que ello no 

enerve la defensa. 

 

Así las cosas, en el caso concreto según la nota periodística “en medio de los asaltos apareció 

un vecino que, sin pensarlo, arrolló a los delincuentes”. Ese vecino, ese tercero que actúo 

conforme al deber de solidaridad social que impone la Constitución Política de 1991, no solo actúo 

con la finalidad de defender o proteger uno o varios derechos ajenos, sino que su reacción 

defensiva fue proporcional, toda vez que enfrentó la agresión de los asaltantes con su vehículo 

automotor, aun sabiendo que éstos estaban armados, y cuya finalidad era la efectiva protección de 

los bienes o intereses de las personas afectadas, evitando, además, que los asaltantes continuaran 

con su accionar delictivo.  

 

Ahora bien, el requisito de proporcionalidad, solo establece un límite máximo al que puede 

llegar la acción defensiva, tanto para la lesión de bienes del agresor como la clase de bien que se 

puede lesionar con la repulsa. La proporcionalidad denota la cotejación de fuerzas y posibilidades 

del agresor, por un lado, y las del agredido por otro. Es una adecuación entre la intensidad de la 

agresión y la intensidad de la defensa, debiendo medirse la proporcionalidad no solo con la 

comparación de medios de defensa frente a los de ataque, sino con todos los elementos fácticos 
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que concurren en el evento, esto es, las circunstancias de tiempo, modo, lugar, calidad de bienes, 

personalidad y capacidades físicas y mentales de los sujetos enfrentados, se deben tener en cuenta, 

pues no se trata de una adecuación comparativa o competitiva, sino de una adecuación para la 

defensa. 

 

Al analizar la adecuación entre la agresión y la defensa en el caso concreto, se tiene que, la 

agresión era mayor, pues los asaltantes no solo hurtaron en dos ocasiones, sino que, además estaban 

armados, pues “uno de los criminales disparó contra el conductor, que logró escapar en reversa”. 

El conductor al estar desarmado, el único medio idóneo que encontró para conjurar el peligro fue 

su vehículo, mismo que utilizó para conjurar la acción criminal de los asaltantes, causándole a 

estos el menor daño posible. En este punto, sin conocer el expediente más allá de lo referido en la 

nota periodística, es dable aseverar que la intención del conductor solo era proteger el patrimonio 

económico de sus vecinos, causándole a los asaltantes el menor daño posible, actuando conforme 

al deber de solidaridad social y logrando de esta manera, la efectiva protección del interés o bien 

jurídico atacado.   

 

3. Conclusiones 

 

Agresión y defensa son los extremos en contradicción que se enfrentan en el desarrollo de la 

Legítima Defensa. La primera es una acción contraria al orden social, violatoria de los valores de 

la convivencia, y por lo mismo es una acción desvalorada negativa por cuanto rompe la armonía 

de las relaciones de los derechos, por ello es una acción que no debe ser, una acción a negar y a 

impedir; el segundo extremo o sea la acción de defensa, es política y fácticamente necesaria, si no 

se obra el bien será lesionado.  

 

La defensa es un valor, algo deseable y que debe auspiciarse, ella permite mantener la 

convivencia, la subsistencia y protección de los derechos y por lo mismo se valora como social, 

conveniente y útil para impedir y negar el acto agresivo. 

 

La proporcionalidad atinente a la defensa no es –ni puede ser– una exigencia absoluta, sino 

relativa, siendo del caso resolver las dudas en favor de la persona que repele el ataque, esto es, el 

defensor, y no en favor del agresor, pues la ley no puede exigirle al agredido tranquilidad de ánimo, 

serenidad total como para que le pueda ser exigible que sopese en toda su dimensión los medios 

defensivos frente a la magnitud del ataque.   
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La importancia de la Legítima Defensa como causal de ausencia de responsabilidad penal es 

capital, más aún, cuando los altos índices de criminalidad e inseguridad han aumentado en cifras 

alarmantes en los últimos años en nuestro país. Frente a la proliferación de toda suerte de 

agresiones y formas de ataque en contra de la vida, la integridad personal, la integridad sexual, y 

en especial los denominados casos de “fleteo” en contra del patrimonio económico propio o ajeno, 

la defensa es una alternativa legítima. 

 

Para establecer si realmente en un caso determinado se presenta la antijuridicidad concreta, el 

juez, debe valorar la acción que juzga con las normas permisivas o justificantes. Si el hecho no 

encuentra identidad con alguna de las “causas de justificación” enunciadas en la Constitución 

Política de 1991 y en el Código Penal, se concluirá la antijuridicidad de la acción; si por el contrario 

la acción es como lo autoriza o permite alguno de los motivos de justificación, en especial el 

contenido del Numeral 6 del Artículo 32 de la Ley 599 de 2000, el hecho será declarado justificado, 

justo o legítimo.  

 

La concurrencia de un motivo de justificación hace la conducta legítima, esto es, acorde con el 

orden jurídico, por lo cual no puede originarse responsabilidad penal. Pero lo más importante, es 

que el juez, ante cualquier duda frente al acontecer fáctico que le ponen para su conocimiento, 

resuelva las dudas en el marco del principio del in dubio pro reo (principio y locución latina del 

derecho penal que significa que ante cualquier duda, se resolverá en favor del procesado y se 

favorecerá a éste), es decir, en favor de la persona que repele el ataque o agresión, esto es, en favor 

del defensor.  

 

Por último, la Legítima Defensa, reviste el carácter de ser un derecho humano fundamental que, 

por lo mismo, debe ser protegido y facilitado por el Estado. Al ciudadano honesto, que viene 

discurriendo su vida social productiva, respetuoso de los valores del Derecho, el Estado al igual 

que la Justicia, tienen la obligación de asegurarle la mencionada institución jurídico penal 

mediante el reconocimiento de una defensa más contundente y oportuna que la agresión, asimismo, 

mediante el reconocimiento de medios más eficaces que los utilizados por el agresor, para que de 

esta manera, el ciudadano honesto tenga la posibilidad real de proteger su vida y sus derechos 

frente al poder desenfrenado de la violencia. 

 

 


